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INFORME NACIONAL:  B O L I V I A
(Punto 3.c del temario)

MINISTERIO DE DESARROLLO SOSTENIBLE Y PLANIFICACIÓN

VICEMINISTERIO DE ASUNTOS DE GÉNERO, GENERACIONALES Y FAMILIA

RESUMEN INFORMATIVO SOBRE LA SITUACIÓN DE LA MUJER EN BOLIVIA

Bolivia desde 1995 a la fecha, a través de su mecanismo nacional para los asuntos de género, hoy Viceministerio de Asuntos de Género, Generacionales y Familia,  ha concentrado sus esfuerzos en la formulación de políticas públicas dirigidas a la superación de la discriminación de las mujeres en el ámbito político, económico y social.

En este sentido se viene trabajando, implementando políticas de género en coordinación con diferentes entidades Estatales, teniendo como instrumentos Planes que se vienen formulando, que incorporan los principios de equidad, justicia y democracia entre hombres y mujeres. 

Estos planes recogen los compromisos asumidos por Bolivia, en diferentes eventos internacionales,  conferencias y cumbres mundiales, particularmente en la Plataforma de Acción Mundial, adoptada en la IV Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer. 

En este contexto se han dado avances institucionales en diferentes ámbitos de interés para las mujeres, en unos más que en otros, como ser: la Participación Política, Reformas Legales, Erradicación de la Violencia, Educación, Salud, Trabajo y Productividad.

Entre las reformas en el ámbito jurídico se ha logrado la modificación de legislaciones discriminatorias, el fomento de mecanismos adecuados que permiten el avance de las mujeres, el surgimiento de nuevos liderazgos; además de contribuir al fortalecimiento de la democracia.

Las políticas de educación incorporan la transversal de equidad de género que hace referencia al derecho que tienen los niños y las niñas  a la igualdad de oportunidades y valoración equitativa, respetando y asumiendo las diferencias genéricas y culturales; plasmadas en el proceso de diseño curricular de la Reforma Educativa.  

Una experiencia interesante es el Programa de Prevención de la Violencia en la Escuela, cuyo propósito es crear nuevas actitudes y comportamientos fundados en el respeto, solidaridad y equidad en el aula. Este Programa se inscribe en el marco del Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia  contra la Mujer y Ley 1674.  El mismo, se ejecuta en coordinación con el Viceministerio de Educación Inicial Primaria y Secundaria. 

Por otra parte se ha incursionado en la educación superior del Sistema Público Universitario, incorporando el enfoque de género en los programas de estudio de diferentes facultades. 

Finalmente, en el campo educativo, se crea el Consejo Consultivo Externo de Género y Educación que articula esfuerzos entre el Estado y la Sociedad Civil, para consensuar propuestas y  hacer el seguimiento a la aplicación de la transversal de género en el ámbito de la Educación Boliviana. 

En materia de Salud, el Ministerio del ramo, incorpora el enfoque de género en sus políticas de reformas del sector, como instrumento para favorecer procesos más equitativos en la atención integral de los problemas de salud que afectan a las mujeres. Asimismo  asume la violencia contra la mujer como un problema de salud el cual debe prevenirse y atenderse.  

El Seguro Básico de Salud, en una decisión trascendental, incorpora en su prestación la atención de las hemorragias del 1er semestre de embarazo, con el propósito de disminuir la mortalidad materna. Acorde con las políticas y en coordinación con el sector, el Viceministerio de Asuntos de Género, Generacionales y Familia, desarrolla una estrategia de trabajo dirigida a la promoción de los derechos  de hombres y mujeres en el área de salud sexual y reproductiva, para promover el desarrollo de una sexualidad responsable  que permita el establecimiento de relaciones de equidad y respeto mutuo entre ambos sexos y el ejercicio de los derechos y responsabilidades relativos a la procreación.  Sin embargo, aún no se alcanza metas e indicadores acordes con las definiciones de los derechos sexuales  y reproductivos como parte de los derechos humanos, referidos a las posibilidades de las mujeres de autonomía personal y autodeterminación sobre las decisiones más vitales.

La Ley contra la Violencia en la Familia o Doméstica y El Decreto Supremo de Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres, constituyen el marco legal que definen la violencia intrafamiliar y la discriminación por razón de sexo como  asuntos de Estado que ameritan ser tratados como políticas públicas. El Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia  tiene el rango de estrategia nacional y se formula a fin de superar discriminaciones e inequidades, planteando la necesidad de otorgar servicios específicos para la atención integral de mujeres víctimas de violencia.

En este marco  se inscriben  los Servicios Legales Integrales (SLIs)  y Defensorías de la niñez que brindan apoyo socio-legal a niños, niñas y mujeres en situaciones de violencia.  Actualmente,  se cuenta con aproximadamente 50 SLIs ubicados en el ámbito municipal, especialmente del área rural y ciudades intermedias, cubriendo el 16 % del total de municipios del país, teniéndose como proyección su ampliación en el territorio nacional.

Estos servicios entre noviembre de 1994 y julio de 1997 han atendido 25.875 casos de los cuales el 37,6% corresponde a la violencia física y el 26,2% a violencia psicológica y en tercer lugar los tres tipos de violencia, física, sexual y psicológica con el 23%. 

Las Brigadas de Protección a la Familia ofrece servicios de auxilio y protección a víctimas de violencia, durante las 24 horas del día, el país cuenta con 9 Unidades que cubre los nueve departamentos del país.

Con el objetivo estratégico de lograr el acceso equitativo de las mujeres a las estructuras de poder y asegurar su permanencia en ellas,  se han introducido normas específicas en  los cuerpos legales nacionales como el Código Electoral, Ley de Partidos Políticos y Ley de Municipalidades, a través de acciones conjuntas con Organizaciones Políticas de Mujeres y del Movimiento de Mujeres en general.

Gracias a estos se tiene la obligatoriedad de una cuota mínima del 30% de candidatas mujeres en elecciones para el Poder Legislativo, la alternabilidad entre hombres y mujeres en las candidaturas partidarias a Consejalas de las Municipalidades y un 30% mínimo en las estructuras de Dirección de los Partidos Políticos.  Como resultado se ha incrementado la presencia de mujeres en los Consejos Municipales (titulares y suplentes) de 36,7%   hasta  44,8%: Siendo que en 1995 fue de 18,4% el máximo.

Por otra parte en lo referente al campo del trabajo y la productividad íntimamente relacionado en la lucha contra la pobreza que constituye el principal desafío a enfrentar por el Gobierno Boliviano, el Viceministerio de Asuntos de Género, Generacionales y Familia, conscientes de las necesidades institucionales  de impulsar políticas favorables a las mujeres en el ámbito económico, tanto rural como urbano, en el presente reorienta sus prioridades hacia ese objetivo, sin descuidar las políticas sociales tradicionalmente dirigidas a la mujer y donde los avances son palpables.

MUJER, TRABAJO, EMPLEO,  PRODUCCIÓN Y ECONOMÍA

La condición actual  del mercado de  trabajo con relación a la situación de las mujeres se define  principalmente por:

· Patrones estereotipados de valoración del trabajo

· Segmentación ocupacional.

· Diferentes formas de inserción en el mercado

· Desigualdad en los salarios e ingresos

· Exigencia de mayores niveles de especialización.

· Desigual acceso a recursos productivos.

En la actualidad Bolivia cuenta con una población de ocho millones de habitantes de los cuales el 50.6% son mujeres, la tasa anual de crecimiento de 1990-97 fue del 2.4% y el PIB ha crecido al ritmo del 4.0%. La participación de las mujeres en la conformación de la PEA subió de forma importante desde 1976 a 1992 en 39%. El 56.9% de los hogares se encuentra en extrema pobreza y más del 25 % de hogares esta jefaturizado por una mujer.

El Estado ha sumido el compromiso de: Formular e implementar políticas macroeconómicas y estrategias de desarrollo que ataquen las causas de la pobreza y reduzcan las desigualdades entre hombres y mujeres, posibilitando el mejor acceso a recursos productivos como el crédito, capacitación y organización.

Las acciones implementadas se refieren principalmente a:

 Programas de Seguridad Alimentaria, Fortalecimiento de la pequeña y microempresa,  organización de los Municipios Productivos,  tratamiento de la Ley de la Trabajadora del Hogar y Anteproyecto de la Ley contra el Acoso sexual, capacitación de mujeres en rubros no tradicionales y  políticas de Desarrollo Sostenible.

A manera de conclusión podemos establecer que:

Las mujeres se incorporan cada vez más en el mercado laboral, en situación diferenciada de género y etnia, gran proporción se ubica en el sector informal en actividades de comercio y servicios, al no haber democratización de roles domésticos  se realiza la doble y triple jornada.

El acceso al crédito y la tecnología son limitados. El crédito al sector informal es generalmente de usura pero ha permitido la obtención de documentos de identidad a las mujeres lo que promueve el ejercicio ciudadano.

Las unidades pequeñas si bien son alternativas de empleo, este es de carácter precario y de baja calidad.

A mayores niveles de capacitación, ubicación social y especialización la calidad del empleo tiende a mejorar.

Por lo tanto la tendencia debe dirigirse a la reconversión de la mano de obra por la capacitación, mejor acceso al crédito, mayor información del mercado, profundización del proyecto de municipios productivos y mayor articulación entre la grande, mediana y pequeña empresa.

LIDERAZGO Y ACCESO AL PODER

Las mujeres en Bolivia han tenido a lo largo de su historia participación en las transformaciones políticas, sociales y culturales, sin embargo esta participación no se ha traducido en el acceso a espacios de decisión y de poder, aunque es evidente que las reinvindicaciones propias hacia una ciudadanía plena son de épocas recientes. Los poderes públicos tanto como el Legislativo, Judicial y Ejecutivo se han mantenido conservadores en la incorporación de mujeres en sus espacios de decisión.

El estado ha asumido al compromiso de definir políticas que promuevan la participación de las mujeres en niveles de decisión social y política.

Los avances logrados fundamentalmente por el movimiento de mujeres y las instancias estatales de articulación de políticas a favor de la equidad son:

La Ley de Participación Popular que promueve la participación de las mujeres en el poder local,  Ley de Partidos políticos que reglamenta la participación de por lo menos el 30 % de mujeres en puestos de dirección partidaria, el Código Electoral que define la alternabilidad en  candidaturas a Elecciones Municipales y el mínimo del 30% en candidaturas nacionales, la Ley orgánica de Municipalidades que tiene enfoque de género, La Reforma Educativa I y II tendente a la eliminación de estereotipos y roles sexistas, El Defensor del Pueblo que tiene un adjunto de género para el tratamiento de derechos vulnerados a las mujeres por el Estado. 

Los resultados visibles son el incremento de la participación de las mujeres en las Organizaciones Territoriales de base, en las Juntas vecinales, en las Juntas escolares; con relación al Parlamento se han incrementado diputadas y senadoras en suplentes que en algunos casos han asumido titularidad existen 29 diputadas suplentes sobre 160 diputados y 9 senadoras suplentes sobre 27 senadores en total.

Un avance importante se ha producido en el poder local con las elecciones municipales de esta forma existen 3.603 Concejalas titulares sobre 12.239, lo que determina un 29.44%,existen 5.420 Concejalas suplentes sobre 11.638 con un porcentaje del 46.57%, el consolidado de suplentes y titulares nos da un porcentaje del 37.79%. 

MUJER Y VIOLENCIA

Reconocida la violencia en sus diversas manifestaciones (física, sicológica, moral, laboral, sexual y social) como principal obstáculo para el ejercicio de la ciudadanía y la vida plena, el Estado boliviano asume la responsabilidad de implementar políticas y normas para la prevención, sanción y erradicación de todas las formas de violencia contra la mujer.

Asumida la Violencia contra la  mujer como problema de salud pública, agravado por problemas culturales y educativos los programas de prevención y erradicación pasan por la interelación con estás áreas y su tratamiento establece programas intersectoriales e interinstitucionales.

Los principales avances están determinados por la promulgación de  la Ley 1674 que reglamenta la Ley Contra la Violencia Intrafamiliar o Doméstica, la Ratificación de la Convención de Belem do Pará, el plan de Prevención de la Violencia en la Escuela, la creación de la Brigada de Defensa a la Familia, la implementación de los Servicios legales Integrales en

MUJER Y SALUD

La salud como derecho universal está definida como el disfrute pleno de las funciones humanas, no solamente como ausencia de enfermedades, sino también como el ejercicio de derechos sobre la vida sexual y reproductiva libres de discriminación, coerción y violencia. La mujer tiene derecho a la procreación libre, a decidirla por propia elección y sin exclusión de la responsabilidad paterna para el cuidado de su descendencia, del mismo modo el derecho pasa por recibir los beneficios de la ciencia en la prevención y en el auxilio en caso de necesidad y a la atención con calidez y calidad con respeto a sus opciones, tradiciones y costumbres.

Las tasa de mortalidad materna son de 390 por 100.000 nacidos vivos, la tasa global de fecundidad de 4.2, la tasa de mortalidad infantil de 67 por 1000 nacidos vivos, el porcentaje de mujeres en unión que no desean tener más hijos es del 64.8%.

Los avances más visibles en esta área se refieren a la ampliación del Seguro Materno-infantil al seguro Básico de salud que incrementa del 3.2% al 6.4% de los recursos de coparticipación tributaria en los municipios de todo el país y en su cobertura amplia a la atención de hemorragias del primer semestre, planificación familiar, enfermedades endémicas, ETS y otros medidas de prevención. La formulación del Plan Estratégico de salud (PES) en cuyo marco se ha aprobado el Programa Nacional de Salud Sexual y Reproductiva.

La creación del Foro de Salud reproductiva como instancia interinstitucional civil y estatal.

MUJER Y EDUCACIÓN

La educación como derecho universal debe garantizar una educación no sexista para superar la tradicional subordinación y discriminación que surge de la asignación de determinados roles y estereotipos atribuidos a la mujer desde su nacimiento.

Los principales desafíos se perfilan en el acceso y permanencia de las niñas en la escuela, en un sistema de educativo que fortalezca la equidad entre hombres y mujeres, que promueva la ciudadanía plena, que sea liberadora en busca de la autonomía y de remoción de patrones culturales regresivos.

Los principales avances se traducen en la Reforma Educativa I y II que implementa criterios de género, el Plan de Prevención de la Violencia en la escuela, los internados para mujeres en el área rural, la creación de Juntas Escolares que promueven la fiscalización de la educación por parte de los padres, la matriculación en carreras no tradicionales.

MUJER E INSTITUCIONALIDAD

La generación de políticas públicas para el avance en le equidad de género requiere del compromiso estatal de institucionalización del tema a través de mecanismos de inserción de las mismas en los diversos sectores y entidades gubernamentales.

El Viceministerio de Asuntos de Género, Generales y de Familia ha concluido la etapa de reposicionamiento y reorganización y se espera que a fin de la gestión del 2000 entregará un relanzamiento del Plan de Equidad de Género, instrumento de política pública que regirá hasta el 2005.

Este Plan incorporará las recomendaciones del proceso de evaluación post-Beijing que culminó en Nueva York en junio pasado.
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